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MINISTERIO DE FOMENTO
 65.840/08. Anuncio de la Subdirección General de 

Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2008/00405.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 30 de junio de 2008, 
adoptado por el Secretario General de Transportes en el 
expediente número 2008/00405.

«Examinado el recurso interpuesto por D. Felix Raul 
Vivancos Menendez en representación de la entidad 
mercantil Naviera Armas, S.A. contra la resolución de la 
Dirección General de la Marina Mercante de 22 de marzo 
de 2.007, relativa a la imposición a la mercantil recurren-
te de una sanción de 18.000 euros por la comisión de in-
fracción tipificada en el artículo 115.2.K) de la Ley 27/
1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante, estableciéndose unos costes de reins-
pección de 31,13 euros, así como la obligatoriedad de 
constituir una garantía suplementaria de 6.031,13 euros 
(Expediente 06/520/0021).

Antecedentes de hecho

Primero.–En fecha 24 de abril de 2.006, el Servicio de 
Inspección Marítima de la Capitanía Marítima de Santa 
Cruz de Tenerife realizó el reconocimiento del buque 
mercante de bandera de Malta «Volcán de Tahiche», de-
tectándose una serie de deficiencias.

Segundo.–Con fecha de 26 de abril de 2006 se acuer-
da por el órgano competente la iniciación del expediente 
sancionador contra la mercantil ahora recurrente, por la 
presunta comisión de infracción tipificada en el artículo 
115.2 apartado k) de la Ley 27/1992, de 24 de noviem-
bre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.

Tercero.–. En fecha 11 de octubre de 2.006, el instruc-
tor dicta propuesta de resolución.

Cuarto.–En fecha 22 de marzo de 2.007, la Dirección 
General de la Marina Mercante dicta resolución por la 
que se impone a Naviera Armas, S.A. una sanción de 
18.000 euros por la comisión de infracción tipificada en 
el artículo 115.2.K) de la Ley 27/1992, de 24 de noviem-
bre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, esta-
bleciéndose unos costes de reinspección de 31,13 euros, 
así como la obligatoriedad de constituir una garantía su-
plementaria de 6.031,13 euros.

Quinto.–Con fecha de 18 de julio de 2.007, la mercan-
til interesada interpone el recurso en el que trae causa la 
presente, en el que tras manifestar lo que considera más 
conveniente a su derecho, solicita la revocación de la re-
solución impugnada.

Sexto.–La Dirección General de la Marina Mercante 
informa el presente recurso en sentido desestimatorio.

Fundamentos de Derecho

1.  En primer término, y por lo que respecta a la ne-
gación parcial de los hechos que realiza la entidad recu-
rrente cabe señalar que la denuncia efectuada por los 
funcionarios adscritos al Servicio de Inspección Maríti-
ma tiene valor probatorio de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 6 del Real Decreto 1772/1994 de 5 de agos-
to de Adecuación de determinados procedimientos admi-
nistrativos a la Ley 30/1992 de 26 de noviembre de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común en relación con lo 
dispuesto en el artículo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, 
de 4 de agosto, de forma que, teniendo en cuenta el valor 
probatorio de la denuncia, y el hecho de que la entidad 
recurrente no aportó prueba alguna en su favor, ha de 
estarse al contenido de la denuncia ya que, tal y como 
señala el Tribunal Supremo, cuando exista un mínimo de 
indicios acusativos es imprescindible una actividad pro-
batoria por parte de quien trate de beneficiarse de la pre-
sunción de inocencia. (Sentencia de 26 de julio de 1988).

2.  Asimismo, por lo que se refiere a la vulneración 
de los principios de legalidad y tipicidad, cabe señalar 
que sobre dichos principios en el procedimiento sancio-

nador, el Tribunal Constitucional en sus sentencia de 25 
de septiembre de 1.989 y 8 de julio de 1.996, y el Tribu-
nal Supremo en sentencia de 5 de mayo 1.994, declaran 
que el articulo 25.2 de la vigente Constitución Española 
consagra los principios de legalidad y tipicidad que im-
plican las siguientes exigencias de garantía material: a) la 
existencia de una ley o norma sancionadora (lex scripta); 
b) que la ley sea anterior al hecho sancionado (lex pre-
via); y c) que la ley describa el supuesto de hecho estric-
tamente determinado (lex certa). En base a lo expuesto, 
la sanción, tanto penal como administrativa, es la conse-
cuencia lógica de un silogismo, cuya premisa mayor es el 
supuesto o hipótesis normativa, la infracción legalmente 
tipificada; la premisa menor son los hechos, la conducta 
humana ilícita que, por acción u omisión, quebrante el 
orden social instituido; y finalmente, la conclusión es la 
pena o sanción, resultante de las anteriores premisas, que 
se impone al infractor. Por tanto es necesario que los he-
chos imputados a su responsable encajen y se subsuman 
de forma clara y específica en la premisa mayor, es decir, 
en el supuesto normativo de la infracción, delito o pena 
previamente determinado.

Por tanto, y ciñéndonos al caso que nos ocupa, nos 
encontramos que existe una ley sancionadora, concreta-
mente la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos 
del Estado y de la Marina Mercante, que dicha norma es 
anterior al hecho sancionado, y que la misma describe el 
supuesto de hecho determinado como es el incumpli-
miento por los navieros, capitanes y patrones de las nor-
mas sobre reconocimientos y certificados del buque y sus 
elementos (artículo 115.2 k), extremos todos estos que 
ponen de manifiesto que, en el presente supuesto, en 
ningún caso cabe invocar la vulneración de los principios 
mencionados.

3.  Por último, y por lo que respecta a la alegación 
relativa a la falta de motivación de la resolución impug-
nada cabe señalar que, dicha alegación, carece asimismo 
de fundamento toda vez que la misma contiene una refe-
rencia a los hechos en los que se basa la decisión y fun-
damentos de derecho aplicables, dando con ello cumpli-
miento a lo previsto en el artículo 54.1 de la Ley 30/ 1992 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrati-
vo Común modificada por Ley 4/1999 de 13 de enero.

Además ha de ponerse de manifiesto que la resolución 
se basa en la propuesta del instructor, en la que fueron 
analizadas y contestadas todas y cada una de las alega-
ciones formuladas durante la instrucción del procedi-
miento por la mercantil ahora recurrente, constituyendo, 
por tanto, suficiente motivación de acuerdo con reiterada 
jurisprudencia (por todas, s. 28-6-96. Ar. 5345), habien-
do considerado también el Tribunal Supremo, en nume-
rosas sentencias, que la motivación de los actos puede 
quedar reducida a una sucinta exposición de hechos y 
fundamentos de derecho, sin que sea necesario ajustarse 
a unos determinados cánones, pues las resoluciones ad-
ministrativas no participan del rigor procesal que formal-
mente se impone a las resoluciones judiciales, lo impor-
tante es que la motivación permita el conocimiento de 
todos los elementos fundamentales del razonamiento que 
han llevado a la emanación del acto, exigencia que queda 
adecuadamente cumplida en la resolución objeto del 
presente recurso.

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta de la Subdirección Ge-
neral de Recursos, ha resuelto desestimar el expresado 
recurso de alzada interpuesto por D. Félix Raúl Vivancos 
Menéndez en representación de la entidad mercantil Na-
viera Armas, S.A. contra la resolución de la Dirección 
General de la Marina Mercante de 22 de marzo de 2007, 
relativa a la imposición a la mercantil recurrente de una 
sanción de 18.000 euros por la comisión de infracción 
tipificada en el artículo 115.2.K) de la Ley 27/1992, de 
24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante, estableciéndose unos costes de reinspección 
de 31,13 euros, así como la obligatoriedad de constituir 
una garantía suplementaria de 6.031,13 euros, resolución 
que se confirma en sus propios términos.

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde el día 
siguiente al de su notificación.».

Madrid, 31 de octubre de 2008.–Subdirector General 
de Recursos-Isidoro Ruiz Girón. 

 67.292/08. Resolución de la Secretaría de Estado 
de Infraestructuras del Ministerio de Fomento, 
por la que se aprueba el expediente de información 
pública y audiencia del «Proyecto Básico del pro-
yecto constructivo del Corredor Norte-Noroeste de 
Alta Velocidad. Subtramo N601-Onzonilla».

1. Antecedentes

El trazado de la línea de Alta Velocidad Palencia-
León, a la que pertenece este tramo, fue aprobado defini-
tivamente mediante resolución de la Secretaría de Estado 
de Infraestructuras y Planificación de 19 de marzo de 
2007, y en virtud de la encomienda de dicha línea a 
ADIF, esta entidad se encargó del desarrollo de los pro-
yectos constructivos correspondientes.

Por otro lado, ADIF inició la redacción del «Proyecto 
Constructivo del traslado de las instalaciones de material 
motor y remolcado, U.N. de terminales de mercancías y 
mantenimiento de infraestructura en León», dentro de la 
operación de remodelación de la red arterial ferroviaria 
de León para su integración y adecuación de la llegada de 
la alta velocidad. Básicamente, este proyecto supone la 
construcción de un gran complejo ferroviario en las 
proximidades de la línea actual. El Complejo será colin-
dante también con la L.A.V. Palencia-León.

Para el mejor desarrollo de estas últimas actuaciones, 
es conveniente modificar el trazado de un tramo de la 
futura L.A.V. Palencia-León para no producir afecciones 
al nuevo Complejo. Esta modificación es la que se recoge 
en el Proyecto Básico del presente expediente.

Con fecha 11 de junio de 2007, la Dirección General 
de Ferrocarriles solicitó al Ministerio de Medio Ambien-
te la exención del trámite medioambiental de este expe-
diente, por considerar que se trataba de una modificación 
no sustancial de un estudio informativo aprobado.

Por resolución de 25 de febrero de 2008, la Secretaría 
General para la Prevención de la Contaminación y el 
Cambio Climático adoptó la decisión de no someter a 
evaluación de impacto ambiental este proyecto.

Mediante anuncio publicado en el BOE de 9 de julio 
de 2008 y con la remisión de los ejemplares a las admi-
nistraciones e instituciones interesadas, se sometió el 
proyecto básico a Información Pública y audiencia a las 
Administraciones Públicas, de acuerdo con lo estableci-
do en la Ley del Sector Ferroviario y su Reglamento.

La Abogacía del Estado, mediante escrito de fecha 27 
de octubre de 2008 ha informado que el expediente ha 
sido tramitado ajustado a derecho.

La Subdirección General de Planes y Proyectos elevó, 
con fecha 28 de octubre de 2008, la Propuesta de Apro-
bación del Expediente de Información Pública y Audien-
cia del Proyecto Básico.

2. Resolución

Vista la propuesta de la Subdirección General de Pla-
nes y Proyectos sobre el expediente del Proyecto Básico 
de referencia, esta Secretaría de Estado resuelve:

Primero: Hacer constar que el expediente reseñado 
cumple con lo preceptuado en el artículo 10 del vigente 
Reglamento del Sector Ferroviario (R. D. 2387/2004).

Segundo: Aprobar el Expediente de Información Pú-
blica y audiencia a las administraciones del «Proyecto 
Básico. Corredor Norte-Noroeste de Alta Velocidad. 
Subtramo N601-Onzonilla», proponiendo como alterna-
tiva a desarrollar la propuesta en el documento sometido 
a información pública.

Tercero: En los sucesivos Proyectos Constructivos 
que desarrollen la solución aprobada se tendrán en cuenta 
las prescripciones incluidas en la Resolución de 25 de 
febrero de 2008 de la Secretaría General para la Preven-
ción de la Contaminación y el Cambio Climático de 
exención medioambiental.

Cuarto: Durante la redacción de los Proyectos Cons-
tructivos se tendrá una adecuada coordinación con otras 
Administraciones y Entidades afectadas, en especial en 
lo relativo a la compatibilidad con el planeamiento urba-
no.

Quinto: Corresponderá a la entidad ADIF la aproba-
ción y supervisión de los proyectos básicos y de cons-
trucción que del presente expediente se deriven.

Sexto: La presente Resolución pone fin a la vía admi-
nistrativa. En consecuencia, y sin perjuicio de que pueda 
utilizarse cualquier otro recurso, tal como señala el ar-


